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León, Guanajuato, a 20 veinte de mayo del año 2016 dos mil dieciséis. .  . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 175/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta …, en contra del TESORERO MUNICIPAL y del entonces DIRECTOR GENERAL DE IMPUESTOS INMOBILIARIOS Y CATASTRO, ambos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

TERCERO.- Que analizando la demanda, sus anexos y ampliación de demanda de manera integral, como un todo, se concluye que la parte actora impugna los siguientes actos: la modificación del valor fiscal…; el crédito fiscal … por concepto de diferencias por el periodo que comprende del segundo bimestre al sexto bimestre del año 2012 dos mil doce (2012/02 - 2012/06); y, el crédito fiscal … por concepto de recargos de esas diferencias. Y, la existencia de los actos impugnados se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa con el recibo de pago …, ya que en dicho documento se expresa el valor fiscal … y se desprende que se realizó el pago por los conceptos de diferencias y sus recargos, por las cantidades descritas en supralíneas y con el Estado de Cuenta en el que también se asienta el nuevo valor fiscal y los referidos importes por la mismas cantidades y conceptos indicados; en cuanto a la modificación del valor fiscal, es importante precisar que en el sumario, con el recibo de pago …, el inmueble que nos ocupa tenía un valor fiscal … que constituyó la base del impuesto predial  en  ese  año  y   también  se   justifica  con  el  recibo  de  pago  …, …. . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que  conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el citado artículo. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
Las autoridades Fiscales Municipales en la contestación de la demanda y su ampliación, expresan que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el estado de cuenta a que se refiere, no actualiza ninguna afectación en los intereses jurídicos del actor, porque si fuera el caso sin conceder la razón, el estado de cuenta por sí solo no le irroga ningún agravio al promovente, pues para ello tendría que existir un acto administrativo que le causara molestia, ya que el avalúo …, fue elaborado por un perito externo a la Dirección de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, incluso fue presentado por la parte actora para declarar el valor fiscal y actual de su inmueble para la realización del traslado de dominio, por lo que las autoridades no realizaron el avalúo que la actora trata de desvirtuar y desconocer. Causal de improcedencia que NO SE ACTUALIZA, en virtud de que como se dijo en el párrafo que antecede, la parte actora impugna la modificación del valor fiscal y el crédito fiscal por los conceptos de diferencias y recargos sobre estas diferencias por las citadas cantidades, de este modo, en los siguientes dos considerandos, se determinara cuales de estos actos y cuales no causan afectación al interés jurídico de la parte actora. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 

Así mismo, las autoridades Fiscales Municipales en la contestación de la demanda, expresan que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que es inexistente el acto administrativo impugnado, ya que el avalúo …, fue realizado por un perito externo y ajeno a la Dirección General de Impuestos Inmobiliario y Catastro a petición de la actora, ya que dicho avalúo fue presentado para declarar el valor fiscal y actual del inmueble para realizar el traslado de dominio. Causal de improcedencia que NO SE ACTUALIZA, en virtud de que la parte justiciable combate diversos actos fiscales, cuya existencia se encuentra acredita en autos, por las razones expresadas en el considerando anterior, por tal motivo no es procedente sobreseer el presente proceso. . . . . . . . . . 

Por otra parte, las autoridades fiscales Municipales en la contestación de la demanda, oponen las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La excepción de falta de acción y carencia de derecho, para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora si cuenta con interés jurídico para impugnar los actos combatidos que nos ocupa, toda vez que se encuentran dirigidos hacia la parte actora y ésta como destinatario de los mismos está en aptitud de intentar la presente demanda, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción derivada de los artículos 136, 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, al respecto cabe mencionar, que podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales no reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad de los actos fiscales combatidos. . . 
La excepción Nom Mutati Libeli, se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, se incurriría en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante la inoperancia de las anteriores causales de improcedencia y de las  excepciones y defensas, además de las constancias que integran este expediente se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, por lo que en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que en el primer concepto de impugnación de la demanda, la parte actora en esencia alega que se viola en su perjuicio el artículo 16 Constitucional en el que tiene su apoyo el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato [transcribe el primer párrafo de cada numeral]; para la realización del avalúo que se consigna en el estado de cuenta, debió haberse efectuado mediante orden de valuación y niega lisa y llanamente que se haya notificado, nunca se hizo de su conocimiento, violándose con ello los preceptos señalados como infringidos; en el segundo concepto de impugnación se aduce en lo esencial que la resolución reclamada vulnera en su perjuicio los artículos 14 y 16 Constitucionales, en los que tienen su apoyo los artículos 161, 164, 165, 168 y 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato vigente, pues nunca le fue notificado el avalúo que modifica el valor de la propiedad, sobre el cual se emite el nuevo cobro del impuesto predial correspondiente a los años 2012 dos mil doce y 2013 dos mil trece; que la autoridad incumple con lo previsto por los numerales citados como infringidos, ya que no existe orden de valuación ni tampoco se levanta el acta circunstanciada ni se realizó avalúo alguno, como lo  prevén los artículos 176 y 177 de la citada Ley de Hacienda, lo que vicia de ilegalidad el acto de molestia; además, de que no se le otorgó el término de 30 treinta días a que alude el artículo 176, segundo párrafo, de la misma Ley; y, en el tercer concepto de impugnación se expresa en lo esencial que los artículos citados por la autoridad y la motivación contenida podrá advertirse que en ningún momento se realiza la adecuación respectiva ordena por el artículo 16 Constitucional y la jurisprudencia de nuestro máximo Tribunal de amparo por lo que debe dejarse sin efectos el acto recurrido; a mayor abundamiento y para justificar su razonamiento el artículo 168 citado, señala que procede la práctica de avalúo cuando se termine la construcción, reconstrucción o ampliación, pero la autoridad demandada no acredita que se haya colocado en los supuestos enumerados por el artículo 168 de la multicitada Ley de Hacienda, es más en el avalúo que supuestamente se realiza no aparece construcción alguna, por tanto, resulta improcedente la práctica del avalúo por parte de la demandada. Por su parte, las autoridades en la contestación de la demanda, respecto al primer concepto de impugnación en lo toral aducen que resultan improcedentes, toda vez que por parte de la Tesorería Municipal no se realizó el avalúo que modificase el valor fiscal del inmueble propiedad de la actora; y, en cuanto al segundo concepto de impugnación expresa en lo esencial que por el contrario la parte actora solicitó la modificación del valor fiscal, mediante avalúo ingresado a la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, … por tanto, al no existir avaluó ordenado, ni realizado por la autoridad no existe acto de molestia, esto se ve corroborado con la documental que anexa a la contestación; asimismo, en la ampliación de demanda la parte actora alega en lo toral que la demandada señala que el avalúo que se manifiesta fue realizado por perito externo y ajeno a la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro a petición de su representada, petición que niega lisa y llanamente haber presentado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Son INFUNDADOS el primero, segundo y tercero conceptos de impugnación,  en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, se impone señalar que estos conceptos de impugnación se analizarán de manera conjunta, en razón de que los argumentos lógicos y jurídicos expresados en cada punto, guardan una relación estrecha entre sí y en ambos se expresan razonamientos dirigidos a combatir el nuevo valor fiscal, por la realización del avalúo en contravención a las formalidades establecidas en los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . .  
En segundo lugar, cabe mencionar que de las constancias del sumario se desprende la existencia de un fideicomiso y que el inmueble ubicado en … forma parte de la masa fiduciaria, por ello, cuando el fideicomitente transmite a la institución fiduciaria la propiedad o la titularidad del bien objeto del fideicomiso, de acuerdo a lo señalado por el artículo 179, tercer párrafo, de la aludida Ley de Hacienda, se da el movimiento de traslación de dominio sobre dicho inmueble, para lo que se requiere la práctica de un avalúo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
Así las cosas, en autos existen constancias de las que se advierte que en año 2012 dos mil doce, el impuesto predial del inmueble referido en el párrafo que antecede, se determinó tomando como base de esta contribución el valor fiscal de …, según se acredita con la copia fotostática certificada notarialmente del recibo de pago …; copia a la cual de acuerdo a lo estipulado por los artículos 117 y 123 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se le concede valor probatorio, en virtud de que la parte actora la exhibió en copia certificada ante la fe del Notario Público …, con adscripción al Partido Judicial de León, Guanajuato, toda vez que la hoja que contiene la certificación ostentan el sello y la firma del fedatario público y es el caso, que son varias las hojas que integran un legajo en el que obra el referido recibo, consignándose en la certificación el dato de 8 ocho hojas, observándose que cada hoja lleva el sello y la media firma o rúbrica del notario público, por lo que se evitan dudas sobre su autenticidad, ya que dichos elementos nos dan la plena convicción de que la copia fotostática fue sacada del documento original y se le da el mismo valor que al documento público original. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De la misma forma, del sumario se desprende que existe la constitución de un Fideicomiso y que el inmueble ubicado en …, forma parte de la masa fiduciaria, hecho aseverado por la representante de la institución fiduciaria, en su escrito de demanda asevera que ostenta la calidad de propietaria fiduciaria, luego entonces tácitamente está aceptando la existencia de la constitución del fideicomiso y que el multireferido inmueble se encuentra incluido en el mismo, lo que se corrobora con el estado de cuenta predial impreso de la página www.leon.gob.mx, del portal denominado “pagonet”, ya que en su apartado denominado “Datos de Propietario”, se indica el nombre de la persona moral actora y con la copia simple de la Declaración para el Pago del Impuesto sobre Traslación de Dominio y Posesión de Bienes Inmuebles y del avalúo con fecha de elaboración … y con fecha de aprobación …, el que obra en copias simples, pero merecen valor probatorio por las razones expresadas en este considerando, párrafos más adelante; sobre el aludido estado de cuenta predial se precisa que, de acuerdo a los estipulado por los artículos 117 y 128 fracción II, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se le concede valor probatorio, en razón de que, por una parte, fue impreso de la página www.leon.gob.mx, del portal denominado “pagonet”, por ende, es una impresión del formato publicado en dicho portal, por la autoridad fiscal Municipal, de esta manera, es un medio de prueba confiable por el método en que se generó, por otra parte, fue exhibido por la persona moral actora y reconocido implícitamente por las autoridades demandas al producir sus respectivas contestaciones, al ofrecerlo como prueba de su parte sin exhibirlo, por obrar en autos y al admitírseles en el sumario como tal, de esta manera, se tienen como ciertos los datos asentados en el, ya que al ofrecer, exhibir y aceptarse por las partes de este proceso, tiene valor probatorio dicho estado de cuenta. . . . . . . . . . . . 
De igual manera, de autos de esta causa se advierte que el impuesto predial para el 2013 dos mil trece, se determina una cuota anual por la cantidad de …, además se fijó en cantidad liquida y se pago una cuota bimestral …, sirviendo de base para calcular esta contribución el nuevo valor fiscal …, lo que se acredita con la copia certificada notarialmente del recibo de …, la que de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 117 y 123 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se le concede valor probatorio, por las mismas razones expresadas en el párrafo que antecede, las que en obvio de repeticiones innecesarias se dan por reproducidas como se a la letra de insertaran. 
Del mismo modo, del sumario se advierte que … se modificó el valor fiscal del inmueble …, fijándose en la cantidad … que sirvió de base para calcular el impuesto predial para el 2013 dos mil trece, tal y como se acredita con el estado de cuenta predial impreso de la página www.leon.gob.mx, del portal denominado “pagonet”, ya que en su apartado denominado “Datos Generales”, se indica que esa fecha es la del último avalúo, adminiculada con la copia simple del avalúo …, presentado y aprobado por la Dirección de Catastro, …  que  es  copia  simple y  merece  valor  probatorio  por  las  razones expresadas en este considerando, párrafos más adelante. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  .. . . . . . . . . . . . . 
Por último, de autos de este proceso también se advierte la existencia de un movimiento de traslación de dominio sobre el inmueble …, hecho que se acredita  con las copias simples de la Declaración para el Pago del Impuesto sobre Traslación de Dominio y Posesión de Bienes Inmuebles, así como las del avalúo …  revisado y aprobado … por la Dirección de Catastro, mismas que obran en el sumario en copias simples y merece valor probatorio por las razones expresadas en el siguiente y subsecuentes párrafos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, es el caso que la autorizada de la parte actora, objetó en cuanto al alcance, fuerza legal y valor probatorio, las copias fotostáticas certificadas por la Directora de Impuestos Inmobiliarios de la Declaración para el Pago del Impuesto sobre Traslación de Dominio y Posesión de Bienes Inmuebles, así como las del avalúo …, bajo el argumento de que no se expresa el fundamento legal que le torga la facultad para certificar los documentos; objeción que resulta fundada, en razón de que es cierto que la Directora de Impuestos Inmobiliarios, omitió expresar el fundamento legal que le concede atribuciones para emitir la certificación de las referidas copias de la declaración y del avalúo, no pasando inadvertido para el Juzgador que la Directora de Impuestos Inmobiliarios carece de atribuciones para certificar copias fotostáticas que obren en los archivos de la Dirección de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, dado que el artículo 67-B del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato en vigor, no le confiere dicha facultad, tampoco se la concede alguna otra disposición de ese Ordenamiento Legal, pues en ámbito Municipal el único Servidor Público que tiene fe pública, es el Secretario del Ayuntamiento, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 128, fracción VI, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor, en tal virtud es quien cuenta con atribuciones para certificar copias de los documentos y constancias que obren archivos; es así que, en el caso que se resuelve, las razones expuestas son suficientes para considerar que la Declaración para el Pago  del Impuesto sobre Traslación de Dominio y Posesión de Bienes Inmuebles, así como el avalúo …, son copias fotostáticas simples para efectos de este proceso y más adelante se valoraran como tales; sobre el particular se precisa que resulta innecesario el análisis de los otros argumentos que expresan en la objeción uno en el sentido de que no se señala que se tuvo a la vista el documento original para concluir que es copia fiel y otro en el sentido de que … al firmar la supuesta certificación se ostenta como Director de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, y ..., firma la contestación de la demanda con tal carácter, existiendo dos personas con el mismo carácter, ya la argumentación expresada es suficiente para no considerarlas copias certificadas y para no valorarlas como tales. . . . . . . . . . . . . . . . 
En esas condiciones, partimos de la premisa de que la pluricitada Declaración para el Pago del Impuesto sobre Traslación de Dominio y Posesión de Bienes Inmuebles y el avalúo …, son copias fotostáticas sin certificar, las que de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 115 y 117 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, son susceptibles de concedérseles valor probatorio, en merito de las siguientes consideraciones: conforme al artículo 124 de la misma Codificación, toda vez que las fotografías serán valoradas según el prudente arbitrio del juzgador y tomando en cuenta que las copias fotostáticas son reproducciones fotográficas de documentos, tomadas o sacadas con un maquina, luego entonces, por sí solas y dada su naturaleza, no producen convicción plena sobre la veracidad de su contenido, de ahí que, es menester adminicularlas con otro u otros medios de convicción distintos, para que el Juzgador de acuerdo a su prudente arbitrio este en aptitud de contemplarlas como indicios; sin embargo, es el caso que en el sumario se encuentran agregadas las copias fotostáticas simples de la aludida declaración y del indicado avalúo, así como otros elementos de prueba relacionados con los hechos controvertidos, como lo son el recibo  de  pago  …, la aceptación tácita de la existencia de la constitución del fideicomiso y de que el multireferido inmueble se encuentra incluido en la masa fiduciaria y el estado de cuenta predial, por ende, a fin determinar el verdadero alcance probatorio que debe concedérseles a las multicitadas copias fotostáticas simples, es necesario adminicularlas con las demás probanzas para llevar a cabo una valuación integral, relacionando unas con otras. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto con antelación, la Declaración para el Pago del Impuesto sobre Traslación de Dominio y Posesión de Bienes Inmuebles y el avalúo …  adminiculados con el recibo  de  pago …, con la aceptación de la existencia de la constitución del fideicomiso y de que el multireferido inmueble se encuentra incluido en la masa fiduciaria y con el estado de cuenta predial, medios convictivos que en su conjunto ponen de manifiesto el movimiento de traslación de dominio sobre el inmueble …; lo anterior es así, entre otras razones, porque en las copias simples del avalúo descrito en supralíneas se asientan, entre otros, los siguientes datos: fecha de elaboración …, cuenta catastral …, propietario del inmueble y solicitante del avalúo …, valor fiscal …, motivo del avalúo traslación de dominio, cuenta predial origen …, que el predio valuado se aportará a un fideicomiso, fecha de revisión por la Dirección de Ejecución …, constando el nombre y firma del titular de esta Dependencia y se indica que fue elaborado por el …, perito valuador con registro …, plasmándose su nombre y firma; a su vez, algunos de estos datos se reflejan en el recibo de pago …, expedido …, como la cuenta predial origen …, el valor fiscal …; mientras que en el estado de cuenta predial que aportó y se le admitió como prueba a la parte actora, también se contemplan algunos datos de los expresados en la Declaración para el Pago del Impuesto sobre Traslación de Dominio, como los son la cuenta predial …, valor fiscal …, la fecha de aprobación del último avalúo …; aclarándose además al respecto que los datos asentados en el estado de cuenta y en el recibo de pago …, son coincidentes en cuanto al propietario fiduciario por señalarse en ambos …, los montos y conceptos son idénticos, pues estos consisten en impuesto predial, diferencias y recargos de diferencias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por  consiguiente,  tomando  en  consideración  que  datos esenciales de los 
medios de prueba referidos coinciden entre sí, por ello, los rubros expresados en las copias fotostáticas simple y en las certificadas notarialmente de los documentos descritos, nos dan la plena convicción de que estos elementos de prueba están vinculados estrechamente, por lo que es dable concluir que: a).- La copia fotostática de la Declaración para el Pago del Impuesto sobre Traslación de Dominio y Posesión de Bienes Inmuebles, es una fiel reproducción de su original que obra en los archivos  ; y, b).- Que contrario a lo expresado por la parte justiciable los hechos acaecieron en la forma mencionada por el Tesorero Municipal, ya que de autos de esta causa se desprende la existencia de un movimiento de traslación de dominio sobre el inmueble …, para ser aportado al fideicomiso respectivo. . . . . . .  . . . . . . . 
Por otro lado y en cuanto a la copia fotostática simple del avalúo …, adminiculada con la Declaración para el Pago del Impuesto sobre Traslación de Dominio y Posesión de Bienes Inmuebles, con el recibo de pago …, con la aceptación de la existencia de la constitución del fideicomiso y de que el multireferido inmueble se encuentra incluido en la masa fiduciaria que se hace en la demanda y con el estado de cuenta predial, éstos constituyen un conjunto de elementos de prueba que están vinculados estrechamente, por tanto, en forma unida producen convicción de la veracidad de su contenido, porque como quedó apuntado, los datos esenciales asentados en cada uno de ellos, coinciden entre sí, de modo que apoyándonos en la información asentada en cada copia y tomándola como un parámetro objetivo de razonabilidad, no existe impedimento para concluir que la copia fotostática del aludido avalúo y que forma parte del sumario, es fiel reproducción de su original. Abundando lo anterior, cabe resaltar que la copia fotostática sin certificar es susceptible de apreciarse como un indicio, en merito de lo siguiente: los peritos externos para la elaboración de los avalúos deben apegarse a los formatos establecidos por la Tesorería Municipal; en el propio avalúo se establece como propietaria y solicitante la persona moral …, quien además ostenta la calidad de poseedora del inmueble que nos ocupa; el motivo o propósito del avalúo, se expresa en el apartado denominado “observaciones” que es la traslación de dominio y que el inmueble que se valúa se aportará a un fideicomiso; consta al frente del formato del avalúo un sello con las siguientes características: “PRESIDENCIA MUNICIPAL, DIRECCIÓN DE CATASTRO, LEÓN, GTO.”, un escudo del Municipio al lado izquierdo, …, “REVISADO”; obra la firma del Director de Catastro, elementos que nos dan la plena convicción de que la copia fotostática del pluricitado avalúo, es una fiel reproducción de su original. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así  las  cosas, con la  copia  certificada  notarialmente  del  recibo  de  pago 
…, con la aceptación de la existencia de la constitución del fideicomiso y de que el multireferido inmueble se encuentra incluido en la masa fiduciaria que hace la parte actora en el escrito de la demanda, con la copia fotostática sin certificar del avalúo -…, con la copia fotostática sin certificar de la Declaración para el Pago del Impuesto sobre Traslación de Dominio y Posesión de Bienes Inmuebles y con el estado de cuenta predial, adminiculados entre sí y con la presuncional humana, se sigue que contrario a lo aducido por la persona moral justiciable, se encuentra acreditado plenamente lo siguiente: que el avalúo …, que modifica o fija el valor fiscal … al inmueble …, no fue ordenado ni elaborado de motu proprio por la Tesorería Municipal, sino que fue realizado por el …, perito valuador …, pues se plasma su nombre y firma; que la empresa mercantil …, como propietaria del inmueble y fideicomitente -transmite a la institución fiduciaria la propiedad del inmueble para ser destinado a fines lícitos y determinados-, fue quien presentó el referido avalúo para su revisión y aprobación ante Dirección de Catastro; y, que el motivo de la práctica de avalúo sobre el inmueble que nos ocupa, fue la celebración del Fideicomiso y por consiguiente la traslación de dominio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese orden de ideas, tenemos que existe fiabilidad de los hechos o datos conocidos, pues, como se ha dicho en supralíneas, los medios de prueba referidos se encuentran plenamente acreditados, tomándose en consideración a las circunstancias particulares que se presentan en cada medio de prueba y en relación con los demás elementos indicados que forman parte del expediente, a los cuales se les otorga el merito de indicios, los que articulados entre sí y aplicando la lógica de las leyes de la razón, nos llevan a las determinaciones expresadas, ya  que se justifica la existencia de los hechos inferidos como conclusiones en los párrafos anteriores; en ese sentido, cabe precisar que existe pluralidad de indicios, pues a los diversos medios de prueba indicados y adminiculados con anterioridad, por su contenido se les confiere valor de indicios, porque en primero lugar, en autos de este expediente existen elementos de los cuales se desprende que la modificación del valor fiscal del inmueble que nos ocupa, se realizó a través del avalúo elaborado por un perito valuador externo, …, a petición de la empresa mercantil …, a su vez se justifica que el referido avalúo se presentó para su revisión y aprobación ante Dirección de Catastro y que el motivo de la práctica del avalúo del mencionado inmueble, fue por su aportación al Fideicomiso y por la respectiva traslación de dominio, movimiento que originó el nacimiento de la obligación tributaria  contemplada en el artículo 179 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, siendo ello así, sin este movimiento la Persona Moral …, no hubiese adquirido el carácter de sujeto pasivo del impuesto predial; en segundo lugar, existe un nexo que nos permite vincular con grado de certeza, la relación entre el hecho y la hipótesis jurídica que se considera configurada; y, en tercer lugar, no existen en el sumario elementos convictivos o indicios en contra y que desvirtúen los elementos de prueba razonados en este considerando por el juzgador como fuente de indicios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese tenor, existe pluralidad de indicios, como son los relativos a que en la copia certificada notarialmente del recibo de pago … y en las copias fotostáticas simples del avalúo, de la Declaración para el Pago del Impuesto sobre Traslación de Dominio y del estado de cuenta predial, se hacen constar algunos datos esenciales que son los mismos como: la cuenta predial, la ubicación del bien inmueble, la fecha de avalúo fiscal, el valor fiscal, la referencia del fideicomiso -desprende el fideicomitente y fiduciario-; además, en el recibo de pago y en estado de cuenta se hace constar que el nuevo valor fiscal impugnado es la cantidad … que constituye la base del impuesto predial para el año 2013 dos mil trece, valor fijado en el avalúo …; la modificación del valor fiscal del inmueble …, se realizó después de la celebración del contrato de fideicomiso; la ciudadana …, promueve la demanda con el carácter de Representante Legal de la personas moral …, en su calidad de propietaria fiduciaria; además, la persona moral actora no desconoció el carácter de propietaria de la empresa mercantil …, que es la persona que solicitó la elaboración del avalúo, según se hace constar en la propia copia fotostática simple del propio avalúo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo esta tesitura, en la especie existe fiabilidad de los hechos o datos conocidos, pues como quedó apuntado anteriormente en este considerando, los indicios referidos se encuentran plenamente acreditados. Por tanto, existe pertinencia, ya que como se aprecia en el párrafo que antecede hay relación entre la pluralidad de los datos antes mencionados; hay coherencia, porque existe armonía o concordancia entre los datos mencionados, por lo que, estos indicios en su conjunto arrojan la presunción humana, de que el Tesorero Municipal no ordenó la práctica del avalúo que modifica el valor fiscal impugnado, siendo creíble que el avalúo …, fue realizado a solicitud de la empresa mercantil fideicomitente, con la finalidad de llevar a cabo la traslación de dominio, para que jurídicamente el inmueble objeto del fideicomiso saliera de la esfera patrimonial de la empresa mercantil … y entrara a formar parte de la masa fiduciaria, de modo que esta consideración se encuentra revestida de certeza, en razón de que no pugna con las reglas de la experiencia ni contradice el sentido común, tomando en cuenta además que en el sumario no existen contraindicios. Presunción humana que de acuerdo a lo estipulado por los artículos 117 y 130 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, merece valor probatorio, en virtud de que enlazando entre sí las copias fotostáticas certificadas notarialmente con las copias simples de los documentos señalados en el párrafo que antecede y realizando deducciones lógicas de los hechos indiciarios derivados de los datos asentados en las copias de los diversos documentos, se desprende la existencia de un nexo causal entre los hechos conocidos -la cuenta predial, la ubicación del inmueble, el valor fiscal …, la fecha de avalúo, la referencia del fideicomiso- y los hechos desconocidos -quien ordenó la práctica del avalúo para actualizar el valor del inmueble-; por último, al respecto cabe precisar que a esta presunción humana se le concede valor probatorio, ya que al realizarse la interpretación lógica de los hechos conocidos aplicando las leyes de la razón, nos conllevan a conocer la verdad, ya que en el caso que se resuelve se parte de la existencia de datos objetivos hechos constar en la copia certificada notarialmente aportados al proceso por la parte actora del recibo de pago … y del estado de cuenta predial, los que hacen prueba en su contra, al haberlos exhibido en el escrito de demanda, así como de los datos objetivos  consignados en las copias sin certificar de la Declaración para el Pago del Impuesto sobre Traslación de Dominio y Posesión de Bienes Inmuebles y del avalúo. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
En ese sentido, resulta evidente que en el caso que se resuelve la modificación del valor fiscal del pluricitado inmueble se originó por haberse producido un cambio en el nombre del contribuyente …, hipótesis jurídica contemplada en el primer párrafo del artículo 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, más no se dio la actualización del valor por un cambio en las características del inmueble, con motivo de la ejecución, reconstrucción o rehabilitación de obras públicas o por haber transcurrido el plazo de 2 dos años, conforme a lo señalado por el segundo párrafo del citado artículo 168, sino que el avalúo impugnado se originó a consecuencia de un cambio en cuanto al nombre del contribuyente, hipótesis que se actualiza en el momento en que se da en fideicomiso el inmueble que nos ocupa, pues se encontraba sujeto al pago del impuesto sobre traslación de dominio, en términos de la última parte del artículo 179 de la multicitada Ley de Hacienda, además de que se tenía la obligación de cubrir esta contribución dentro de los 30 treinta días siguientes, contados a partir de la fecha de la celebración del contrato de fideicomiso, mediante presentación de la declaración en los formatos oficiales presentada ante la Tesorería Municipal, de acuerdo a lo señalado por el artículo 184 del pluricitada Ley de Hacienda; por lo expuesto, en la especie, no son aplicables los artículos 176 y 177 del aludido Ordenamiento Jurídico, luego entonces, para la práctica del avalúo combatido, de manera previa, no se requería que la Tesorería Municipal emitiera: la orden de valuación, la designación del perito, la notificación de los resultados del avalúo, la concesión del plazo de 30 treinta días al contribuyente para la realización de observaciones; valuar por separado el terreno y las construcciones; ordenar al perito la práctica de la visita física al inmueble objeto de la valuación, entre otras formalidades, de este modo, no le asiste la razón a la parte actora. . . . . . . . . . . . . . 

Por último, es relevante destacar que la parte actora en la ampliación de demanda, niega lisa y llanamente que su representada haya manifestado un nuevo valor fiscal, sin embargo, esta negativa no tiene relevancia ni consecuencia jurídica alguna en este juicio, en razón de que la parte justiciable no está tomado en consideración que el valor fiscal de los inmuebles podrá ser modificado no sólo por manifestación de un nuevo valor fiscal, sino cuando se actualice cualquiera de las causas previstas en el primer párrafo del artículo 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y son las siguientes: a) la manifestación del valor de los inmuebles por parte de los contribuyentes; b) el cambio en el nombre del contribuyente; c) el cambio a las características del inmueble; d) el cambio por otra circunstancia que origine una alteración de su valor con motivo de la ejecución de obras públicas; y, e) el cambio que origine la reconstrucción o rehabilitación de dichas obras. Así tenemos que en la especie la modificación del valor fiscal obedeció al cambio del nombre del sujeto pasivo obligado directo, originado con motivo de la traslación de dominio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así tenemos que en la especie, la modificación del valor fiscal obedeció al cambio del nombre del sujeto pasivo obligado directo, originado con motivo de la traslación de dominio, pues de no haber sido de esa forma, la parte justiciable carecería de legitimación en la causa; en esas condiciones, es menester precisar que cuando el movimiento traslativo de propiedad se otorgue ante la fe de un Notario Público en legal ejercicio en algún partido judicial de nuestra Entidad, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 185 de la propia Ley de Hacienda para los Municipios, puede llevarse a cabo por el Fedatario Público ante el cual se otorgó el contrato de fideicomiso irrevocable de garantía que se hizo constar en Escritura Pública, por lo que éste firmará y presentará la declaración en la Tesorería Municipal y cuando se trate de un contrato que se haga constar en Escritura Pública otorgada fuera del Estado, esa declaración será firmada por cualquier interesado, de ahí que el referido numeral no exige que sea el representante legal de la Institución Fiduciaria quien realice los trámites relativos a la traslación de dominio, para la cual necesariamente se requiere de un avalúo elaborado por un perito ajeno a la Tesorería Municipal, el que se presenta para su aprobación, en tal virtud resulta intrascendente el hecho de que la representante legal de la persona moral actora, no haya llevado en forma personal la manifestación del nuevo valor fiscal, ya que lo relevante es que se haya dado en la Tesorería Municipal el movimiento de la transmisión de la propiedad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por  todo lo anterior, la  modificación del valor fiscal no le irroga a la persona moral actora ninguna afectación de naturaleza jurídica en su esfera de derechos, en tal virtud, con fundamento en el artículo 300, fracción II, del mismo Código, es procedente declarar la legalidad y validez del acto impugnado que consiste en el nuevo valor fiscal fijado …, mediante el avalúo …, practicado al inmueble …. . . . . . 

SEXTO.- Que en el cuarto concepto de impugnación de la demanda se aduce en lo esencial que la resolución reclamada vulnera en perjuicio de su representada la garantía de legalidad y seguridad jurídica tutelada por el artículo 16 Constitucional en el que tiene su apoyo el artículo 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al carecer de fundamentación y motivación, [transcribe dichos numerales]; de la simple lectura del estado de cuenta y comprobante de pago se advierte que existe un concepto denominado DIFERENCIAS (2012/02 - 2012/06) …, el cual no se encuentra previsto en la Ley ya que no señala a que se refiere, a que corresponden esas diferencias de lo que está determinando y además señala el cobro de recargos de esas diferencias …, con lo cual se coloca a su representada en estado de indefensión e inseguridad jurídica, al desconocer los conceptos que cobra la autoridad; en el supuesto sin conceder que esas diferencias sean por el supuesto avalúo realizado, la fecha de elaboración …, según lo señalado en el estado de cuenta y el concepto de diferencias señala que corresponde al periodo de 2/2012 - 2012/06,  es decir son anteriores a la supuesta fecha del avalúo, por tanto, al encontrarse indebidamente fundado y motivado el acto combatido, al ser emitido en contravención a lo establecido en los artículos 137 fracción VI, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por tanto, de acuerdo a lo señalado por el artículo 300, fracción III, del mismo Código, solicita su nulidad total del acto combatido. En tanto que las autoridades en las contestaciones de las demandas aducen en lo esencial que es falso e inoperante este concepto de agravio que contestan, toda vez que tales diferencias se derivan de la omisión realizada por la propia actora, en virtud de que como lo confiesa pago el impuesto predial para el ejercicio fiscal del 2012 bajo el valor irreal y falso, ya que desde el primer bimestre de ese año, el valor del inmueble propiedad de la actora es por la cantidad que la actora declaro y si el pago del impuesto lo hizo por una cantidad que estaba registrada en la cuenta predial y lo que debió pagar fue sobre el valor real declarado por la actora, de ahí devienen las diferencias a que se refiere la actora, esto encuentra su apoyo en los artículos 162, fracción I, 166 fracción I, 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, los transcribe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  .
Es FUNDADO este concepto de impugnación, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En efecto, las diferencias del segundo al sexto bimestre de año 2012 dos mil doce, … y los recargos de esas diferencias …, se encuentran indebidamente fundadas y motivadas. . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las diferencias y sus recargos son infundadas, en virtud de que la autoridad fiscal Municipal constriñó a la parte actora al pago de un crédito por conceptos no establecidos en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. Lo anterior es así, en razón de que ésta no contempla disposición jurídica alguna que establezca el hecho generador que produzca el crédito fiscal por esos conceptos. Ahora bien, partiendo de la premisa de que la fuente de las obligaciones fiscales siempre es la Ley, entonces, ésta también debe establecer el plazo para hacer el pago, a fin de que se produzcan las consecuencias legales, como son, entre otras, la exigibilidad del crédito fiscal, en caso de incumplimiento los efectos de la mora, como la producción de recargos o la aplicación de sanciones, por consiguiente, no es dable aplicar o cobrar un crédito fiscal por conceptos derivados de hipótesis jurídicas no previstas en la citada Ley de Hacienda. . . . . . . .  . . . . . . . . 
Así las cosas, se impone señalar que el artículo 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en ninguno de su párrafos establece el caso de cubrir diferencias cuando entre el nuevo avalúo que arroje un valor fiscal  superior al último valor fiscal registrado, pues dicho numeral dispone los siguiente: . 

“ARTÍCULO 168.- El valor fiscal de los inmuebles, sólo podrá ser modificado,  por la  manifestación del valor de los  inmuebles de los  contribuyentes; 
cuando se produzca un cambio en cuanto al nombre del contribuyente, a las características del inmueble; o por otra circunstancia que origine una alteración de su valor con motivo de la ejecución de obras públicas, así como en la reconstrucción o rehabilitación de dichas obras.

No habiendo alguna de las causas anteriores, el valor fiscal únicamente podrá ser modificado por avalúo, que tendrá vigencia por dos años, el cual se aplicará a partir del bimestre siguiente a la fecha en que se notifique. En este caso no podrá exigirse al contribuyente que cubra las diferencias que se deriven del nuevo valor fiscal y el anterior. Los bimestres posteriores a la notificación, deberán cubrirse conforme al nuevo valor fiscal.

Al término de la vigencia establecida y en tanto se practica el nuevo avalúo, la base del Impuesto Predial seguirá siendo la del último valor fiscal.

Cuando el contribuyente cubra por anualidad el impuesto predial y posteriormente la autoridad municipal ordene la práctica de un avalúo, no podrá exigirse el pago de las diferencias que resulten del valor anterior y el que arroje el avalúo practicado, en el ejercicio fiscal en que se llevó a cabo el avalúo.”
El primer párrafo contempla los casos en los cuales el valor fiscal de los inmuebles, podrá modificarse: A).- Por la manifestación del valor de los inmuebles por parte de los contribuyentes; B).- Cuando se produzca un cambio en: 1.- El nombre del contribuyente y 2.- Las características del inmueble; C).- Por una circunstancia que origine una alteración de su valor con motivo de: 1.- La ejecución de obras públicas y 2.- La reconstrucción o rehabilitación de dichas obras. . . . . . . . . 
El segundo párrafo, por un lado, establece a cargo de la autoridad fiscal la atribución de modificar el valor fiscal de un inmueble cuando no se configure alguna de las causas indicadas en el párrafo anterior, precisando que este valor tendrá vigencia por dos años y se aplicará a partir del bimestre siguiente a la fecha en que se notifique; y, por otro lado, para la autoridad fiscal prevé la prohibición de cobrar al contribuyente las diferencias que se deriven del nuevo valor fiscal y el anterior, señalando de manera expresa que los bimestres siguientes a la notificación, deberán cubrirse con el nuevo valor fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El tercer párrafo dispone que cuando transcurren los dos años y no se actualiza el  valor fiscal, mientras se  práctica el  nuevo avalúo, el  Impuesto  Predial seguirá calculándose conforme al último valor fiscal registrado. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El cuarto párrafo prevé para la autoridad otra prohibición en el sentido de que cuando el impuesto predial se cubra por anualidad y posteriormente la autoridad municipal práctica un avalúo no podrá cobrar al contribuyente las diferencias que existan entre valor anterior y el que arroje el avalúo practicado, en el ejercicio fiscal en que se realizó el avalúo. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . .
Como se aprecia, el citado artículo 168, expresamente contempla dos prohibiciones respecto al cobro de diferencias cuando entre el nuevo valor fiscal y el anterior, pero dicho numeral en ningún caso faculta a la autoridad fiscal Municipal a cobrar esas diferencias; en tales condiciones, no se establece una hipótesis jurídica que obligue al sujeto pasivo de la norma tributaria al pago de diferencias; en ese sentido, cabe precisar que en materia tributaria no se causa ninguna contribución -predial y diferencias- ni aprovechamiento -recargos sobre diferencias-, cuando la situación jurídica del sujeto pasivo no se adecue exactamente al supuesto jurídico contenido en la norma, pues de no procederse de esa manera, se viola el principio de legalidad; además, no pasa inadvertido para el Juzgador que de acuerdo a lo estipulado por el artículo 5 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, las normas Derecho Tributario que establezcan cargas a los particulares y las que señalen excepciones a las mismas, son de aplicación estricta, precepto que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“ARTÍCULO 5.- Las Normas de Derecho Tributario que establezcan cargas a los particulares y las que señalen excepciones a las mismas, serán de aplicación estricta. Se considera que establecen cargas a los particulares las normas que se refieren al sujeto, objeto, base, tasa o tarifa. Las demás disposiciones fiscales se interpretarán aplicando cualquier método de interpretación jurídica.”
Abundando lo anterior, es menester mencionar que no debemos confundir la 
aplicación estricta con los métodos de interpretación, toda vez que ésta no es un método de interpretación para determinar el sentido y alcance de una norma tributaria, sino que la aplicación estricta es el resultado del método de interpretación; sin embargo, conforme a la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Doctrina en materia fiscal sostienen que la aplicación estricta de las normas de Derecho Tributario, no faculta a realizar interpretaciones con la finalidad de incorporar alguna hipótesis especifica a una norma de carácter fiscal, por ende, de acuerdo a lo señalado por el artículo 168 de la pluricitada Ley de Hacienda en materia de impuesto predial no es dable aplicar el cobro de diferencias y sus recargos en los términos indicados por las autoridades demandadas en sus respectivas contestaciones, dado que este numeral no contempla ninguna hipótesis jurídica relativa al cobro de esos conceptos, ya que en materia tributaria no es posible crear a base de interpretaciones subjetivas hechos generadores de obligaciones o créditos fiscales por supuestos similares, parecidos, análogos o hacerlos extensivos por identidad de razón, para agregar un supuesto no previsto en dicho precepto legal, como sería obligar a la persona moral actora a cubrir diferencias cuando entre el nuevo avalúo arroje un valor fiscal superior al último valor fiscal registrado, esto es en otras palabras, fijar a cargo de la justiciable la obligación fiscal de cubrir la cantidad …, por concepto de diferencias devengadas durante el período que comprende del segundo al sexto bimestre de año 2012 dos mil doce y los recargos de esas diferencias …, devengados por ese mismo período, ya que si resultan improcedentes las diferencias, corren la misma suerte los recargos sobre éstas; pues, de concederle la razón al Fisco Municipal, se incluiría artificialmente en las hipótesis contempladas en el multicitado artículo 168, una que no se encuentra prevista en dicho numeral. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo expuesto con antelación, en la especie, pone de manifiesto que hay una  indebida fundamentación, en virtud de que el artículo 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, resulta inaplicable al caso o asunto que nos ocupa, pues sus características específicas impiden su adecuación o encuadre en alguna de las hipótesis normativas; y, por consiguiente, se encuentra indebidamente motivada, en virtud de que no existen razones ni causas inmediatas para que la autoridad fiscal Municipal emita el cobro de las diferencia y sus recargos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte y en cuanto a la solicitud de la devolución …, más el pago de intereses generados a la fecha de la devolución, no procede de manera íntegra, pues no se da sobre el pago del impuesto predial,  sino que esta  pretensión sólo procede, respecto del concepto de diferencias y sus recargos, las razones siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La cantidad …, se integra por los siguientes conceptos: … por impuesto predial del primer bimestre del año 2013 dos mil trece; … por diferencias en el periodo que comprende del segundo al sexto bimestre del año 2012 dos mil doce; y, la cantidad … por recargos de esas diferencias en el mismo período. . . . . . . . . . . 

En ese orden de ideas, no procede la devolución de la suma …, por impuesto predial del primer bimestre del año 2013 dos mil trece, en virtud de que subsiste la modificación del valor fiscal, por las razones expresadas en el considerando que antecede; lo anterior es así porque, en el proceso administrativo el reconocimiento de la existencia del derecho subjetivo administrativo demandado y el de ordenar la condena respectiva con que se le restituya, tiene como presupuesto indispensable, analizar si el particular ha satisfecho los requisitos legales para resolver favorablemente su pretensión. Así, la comprobación del derecho subjetivo tiende a impedir que el Juzgador ordene su restablecimiento, sin haber verificado que cuenta con él, ya que no es jurídicamente posible que se constriña a la autoridad demandada a reconocer una prerrogativa legal cuando la parte justiciable no cubre todas las exigencias de Ley para esto, de aquí resulta la faculta del Juzgador de comprobar de manera oficiosa ese derecho subjetivo con el propósito de no conceder un beneficio indebido a la parte  actora, por ello, a fin de que proceda el reconocimiento del derecho amparado por el artículos 52 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y en su caso la condena sobre ese derecho, conforme a lo estipulado por el artículo 300, fracciones V y VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es menester que exista la declaración de la nulidad del acto impugnado y además que se aporten los medios suficientes para demostrar el reconocimiento del derecho y por consecuencia su condena, para que tengan eficacia plena estas pretensiones, de lo contrario resultara improcedente esta pretensión y en el caso que se resuelve, no se declaró la nulidad del acto impugnado consistente en la modificación del valor fiscal del inmueble …, por las razones expresadas en el considerando anterior, en tal virtud resulta improcedente la devolución de la cantidad pagada por impuesto predial del primer bimestre del año 2013 dos mil trece; por ende, respecto a este concepto no se actualiza la hipótesis jurídica prevista en el artículo 52 de la multicitada Ley de Hacienda. Al respecto resulta Ilustrativa la jurisprudencia por contradicción de tesis, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de la Novena Época; Registro: 169851; Instancia: Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXVII, Abril de 2008; Materia(s): Administrativa; Tesis: 2a./J. 67/2008; Página: 593, bajo el siguiente rubro: “NEGATIVA DE DEVOLUCIÓN DE LO PAGADO INDEBIDAMENTE. CUANDO SE DECRETA SU NULIDAD CON APOYO EN LOS ARTÍCULOS 238, FRACCIÓN IV Y 239, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA ESTÁ FACULTADO, POR REGLA GENERAL, ADEMÁS DE ANULAR EL ACTO, PARA REPARAR EL DERECHO SUBJETIVO DEL ACTOR Y CONDENAR A LA ADMINISTRACIÓN A RESTABLECERLO (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005). Cuando el indicado Tribunal declara ilegal la resolución impugnada que niega, por improcedente, la devolución de cantidades solicitadas por pago de lo indebido o saldo a favor, con base en el artículo 238, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, ello implica, en principio, que el Tribunal realizó el examen de fondo de la controversia planteada, por tanto, la nulidad que decrete de dicha resolución en términos de la fracción III del artículo 239 del mismo ordenamiento legal, lo obliga a establecer, además, si el contribuyente tiene derecho o no a la devolución solicitada y, en su caso, a decidir lo que corresponda, pero no puede ordenar que la autoridad demandada dicte otra resolución en la que resuelva de nueva cuenta sobre dicha petición, porque ello contrariaría el fin perseguido por la ley al atribuir en esos casos al Tribunal plena jurisdicción, que tiene como finalidad tutelar el derecho subjetivo del accionante, por lo que está obligado a conocer y decidir en toda su extensión la reparación de ese derecho subjetivo  lesionado por el acto impugnado, por ello su alcance no sólo es el de anular el acto, sino también el de fijar los derechos del recurrente y condenar a la administración a restablecer y hacer efectivos tales derechos; lo anterior, salvo que el órgano jurisdiccional no cuente con los elementos jurídicos necesarios para emitir un pronunciamiento completo relativo al derecho subjetivo lesionado, pues de actualizarse ese supuesto de excepción debe ordenar que la autoridad demandada resuelva al respecto. Consideración y conclusión diversa amerita el supuesto en que la resolución administrativa impugnada proviene del ejercicio de una facultad discrecional de la autoridad, dado que si el Tribunal declara la nulidad de la resolución en términos de la fracción III del artículo 239 del Código Fiscal de la Federación no puede, válidamente, obligar a la demandada a que dicte nueva resolución ante la discrecionalidad que la ley le otorga para decidir si debe obrar o abstenerse y para determinar cuándo y cómo debe obrar, sin que el Tribunal pueda sustituir a la demandada en la apreciación de las circunstancias y de la oportunidad para actuar que le otorgan las leyes, además de que ello perjudicaría al contribuyente en vez de beneficiarlo al obligar a la autoridad a actuar cuando ésta pudiera abstenerse de hacerlo; pero tampoco puede, válidamente, impedir que la autoridad administrativa pronuncie nueva resolución, pues con ello le estaría coartando su poder de elección.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, la devolución de las diferencias por el período que comprende del segundo al sexto bimestre del año 2012 dos mil doce y los recargos de esas diferencias en el mismo periodo, si resulta procede, en razón de que sobre estos conceptos se actualiza la hipótesis jurídica contemplada en el artículo 52 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, numeral que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 52.- Las autoridades fiscales estarán obligadas a devolver las cantidades que hubieran sido pagadas indebidamente.

Los retenedores podrán solicitar la devolución, pero ésta se hará directamente a los contribuyentes.

Si el pago de lo indebido se hubiere efectuado en cumplimiento de acto de autoridad, el  derecho a la  devolución  nace  cuando  dicho  acto  hubiere  quedado 
insubsistente.”
Así las cosas, es el caso que de las constancias que obran en autos de esta causa se advierte que la parte actora realizó un pago por los siguientes conceptos: … por diferencias calculadas en el periodo que comprende del segundo al sexto bimestre del año 2012 dos mil doce y … por recargos de esas diferencia en el mismo período; de manera que al declararse la nulidad del crédito fiscal por estos conceptos, al no existir en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, disposición alguna que contemple la obligación fiscal de cubrir diferencia en el supuesto de que el contribuyente pague por anualidad el impuesto predial y posteriormente se practique un nuevo avalúo cuyo valor fiscal que arroje y sea superior al valor anterior y que se encuentra registrado; de este modo, es el caso que procede la  declaración de la nulidad total o absoluta de las diferencias y sus recargos, por lo que estimando que la autoridad ya no estará en condiciones de cobrar el crédito fiscal por esos conceptos, dado que no existe fundamento legal para ello, es que la autoridad se encuentra constreñida a devolver las cantidades pagadas indebidamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, procede el pago de intereses sobre las cantidades enteradas al Erario Público Municipal por diferencias y recargos, toda vez que en la especie se actualiza la hipótesis jurídica prevista en el segundo párrafo del artículo 53 de la Ley de Hacienda para los  Municipios del  Estado de Guanajuato, el que en lo conducente dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 53.- El contribuyente que habiendo efectuado el pago de un crédito fiscal determinado por la autoridad interponga oportunamente los medios de defensa que las leyes establezcan y obtenga resolución firme que le sea favorable total o parcialmente, tendrá derecho a obtener del fisco el pago de intereses conforme a la tasa que señale la Ley Anual de Ingresos para los recargos, sobre las 
cantidades pagadas indebidamente y a partir de que se efectuó el pago.”

Lo anterior es así, ya que en autos se encuentra acreditado que el actor realizó el pago del crédito fiscal por concepto de diferencias calculadas en el periodo que comprende del segundo al sexto bimestre del año 2012 dos mil doce y por recargos de esas diferencia en el mismo período, la demanda de nulidad se presentó dentro del plazo legal de 30 treinta días y el acto impugnado que corresponde al crédito fiscal por esos dos conceptos, se encuentra afectado de nulidad, por consecuencia, se reconoce el derecho amparado por el citado artículo 53, que consiste en obtener del Fisco Municipal el pago de intereses, conforme a la tasa que señala el artículo 39 de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del Año 2013 dos mil trece y artículo 40 de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio fiscal del año 2014 dos mil catorce, para el Ejercicio fiscal del año 2015 dos mil quince y para el Ejercicio fiscal del año 2016 dos mil dieciséis, para los recargos … a partir del día en que se efectuó el pago; por su parte, el artículo 39, párrafos primero y segundo, de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del Año 2013, dos mil trece, en lo conducente establece: “Cuando no se pague un crédito fiscal en la fecha o dentro del plazo señalado en las disposiciones respectivas, se cobrarán recargos a la tasa del 1.13% mensual. Los recargos se causarán sobre saldos insolutos por cada mes o fracción que transcurra a partir de la fecha de la exigibilidad, hasta que se efectúe el pago, hasta por 5 años y se calcularán sobre el total del crédito fiscal, excluyendo los propios recargos, la indemnización a que se refiere el artículo 46 de la Ley, los gastos de ejecución y las multas por infracciones a las leyes fiscales.”. Bajo esta tesitura, procede el pago de intereses a la tasa de 1.13%, uno punto trece por ciento sobre las cantidades de las diferencia y sus recargos respectivamente, por cada mes o fracción que transcurra, hasta el día en que se realice el pago correspondiente; al respecto se menciona que el artículo 40 de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del Año 2014 dos mil catorce, para el Ejercicio fiscal del año 2015 dos mil quince y para el Ejercicio fiscal del año 2016 dos mil dieciséis, establecen la misma tasa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, en el caso que se resuelve, a efecto de brindar seguridad jurídica a la parte justiciable y ante la declaración de nulidad de los actos impugnados precisados en este considerando; y, además, estimando que de acuerdo a lo señalado por el artículo 143, párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, la declaración de nulidad de las diferencias y sus recargos, produce efectos retroactivos, esto es, devuelve las cosas al estado en que se encontraban antes de la violación y partiendo de la premisa de que en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir a la parte actora en el goce de sus derechos violados con la emisión del crédito impugnado; en ese sentido, es de reconocerse a la parte actora el derecho amparado por los artículos 52 y 53, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, los que consisten, en la devolución de las cantidades … asimismo, se reconoce a la justiciable el derecho al pago de intereses sobre dichas cantidades pagadas indebidamente, aplicándose la tasa que señalan los artículos 39 de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del año 2013 dos mil trece; y, artículo 40 de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del Año 2014 dos mil catorce, para el Ejercicio Fiscal del Año 2015 dos mil quince y para el Ejercicio Fiscal del Año 2016 dos mil dieciséis, generados a partir de que se realizó el pago, hasta la fecha de la entrega de la citada cantidad; debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II, V y VI, y 302  fracción  II,  del   Código  de   Procedimiento y  Justicia  Administrativa  para  el 
Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del nuevo valor fiscal fijado …, mediante el avalúo …, practicado …; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la NULIDAD total y absoluta de las diferencias  calculadas …, devengadas durante el período que comprende del segundo al sexto bimestre de año 2012 dos mil doce y los recargos de esas diferencias …, devengados en el mismo período; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el sexto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se condena al Tesorero Municipal a que realice a favor de la parte actora la devolución de las cantidades…; así como al pago de intereses sobre dicha cantidad pagada indebidamente, en términos y por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el sexto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
